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Rad.  66001-6000-000-2014-00028-03
Acusado: Rigoberto Arias Castrillón
Delito: Homicidio y otros 

Decisión: Confirma auto opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva sala.
Providencia:


Auto – Inadmisión en juicio oral de prueba sobreviniente -  25 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-6000-000-2014-00028-04

Procesado:


Rigoberto Arias Castrillón

Delito:



Homicidio y otros delitos

Magistrado Ponente:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Tema:



DESCUBRIMIENTO / INADMISIÓN EN JUICIO ORAL DE PRUEBA SOBREVINIENTE / DESCUBRIMIENTO EXTRAORDINARIO / DOCUMENTO PÚBLICO / SE CONFIRMA / “Como ya se indicó, se trata de la decisión adoptada el 10 de octubre de 2016 por parte del Juez Sexto Penal del Circuito local, por medio de la cual decidió no admitir que la Fiscalía introdujera a juicio oral como prueba una sentencia condenatoria proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Circuito Especializado de Bogotá en contra del señor Arias Castrillón; para tal cosa, el representante del ente acusador pidió que ello se admitiera bien fuera como documento público o como prueba sobreviniente.”

(…)

“Al aplicar lo anterior al caso en estudio, se tiene que la Fiscalía está acudiendo a la hipótesis del descubrimiento extraordinario o excepcional para procurar la aducción al proceso de una prueba documental, la sentencia proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado 9º del Penal Circuito Especializado de Bogotá, que no fue descubierta en las oportunidades procesales pertinentes, lo que fundamenta en el argumento consistente en que dicha evidencia documental fue descubierta el 14 de septiembre de 2016 durante una inspección judicial realizada por el investigador ANDRÉS RODRÍGUEZ GONZÁLEZ a la carpeta identificada con el SPOA 66001-6000-000-2014-00112, en donde también es investigado el ahora procesado.

Para la Sala, al igual que los no recurrentes y por ende respaldando lo resuelto por el A quo, en el presente asunto no se cumplían con los presupuestos para que de manera excepcional, extraordinario o extemporánea pudiera aducirse al juicio las pruebas documentales solicitadas por el Ente Acusador, en atención a que dicha prueba no es algo que la Fiscalía pueda pregonar como desconocido para el momento en que realizó su descubrimiento probatorio, toda vez que durante la investigación que siguió en contra del ahora procesado, debió percatarse, si es que no lo sabía, que al susodicho se le estaba llevando a cabo un proceso penal por el delito de concierto para delinquir; entonces, no puede decirse que tal evento le fuera desconocida ya que es parte de su deber investigativo, entre otras cosas, el verificar los antecedentes penales que tiene la persona a quien investiga. Aunado a lo anterior, tampoco puede dejarse de lado lo dicho por el Defensor como no recurrente respecto a que el mismo Fiscal que actúa en este asunto aportó esa sentencia como prueba en otro proceso penal seguido por el Juzgado 1º Penal del Circuito local, en contra de los señores JHON ALEXANDER CANO MARÍN y GUILLERMO ELÍAS OCAMPO cuya sentencia condenatoria se introdujo hace poco a este proceso también como prueba sobreviniente. 

Así entonces, no es posible decir que esa sentencia fuera desconocida o imposible de tener en cuenta por parte de la Fiscalía durante los momentos procesales oportunos para pedirla, lo que implica que lo pretendido por el Fiscal es que bajo la figura de la prueba sobreviniente, se corrija el olvido en que incurrió cuando pidió las pruebas a hacer valer dentro de este proceso y que al parecer recordó con ocasión de la introducción a juicio de la sentencia por medio de la cual se condenó a los señores CANO MARÍN y OCAMPO OCAMPO por otro delito.”

(…)

“Claro lo anterior, el segundo punto planteado por el ente acusador es la posibilidad de introducir a juicio la tan pluricitada sentencia en calidad de documento público, frente a este tema, es necesario indicar que acorde con la sistemática procesal, en materia de prueba documental, sean públicos o privados los documentos que se pretendan aportar en el proceso, quien quiera aducir un documento tiene la obligación de descubrirlo en la oportunidad procesal pertinente, indicando la persona que fungirá como testigo de acreditación. 

Es cierto que el documento que la Fiscalía pretende aportar al proceso tiene la condición de documento público, pero reitera la Sala que tal calidad no liberaba al Ente Acusador de sus deberes de descubrimiento, cuyo titular al parecer ha incurrido en tal sentido en una confusión, porque en el pasado la condición de público de un documento o instrumento solo incidía para que el mismo ingresará por sí mismo al proceso sin necesidad de la intermediación de un testigo de acreditación, pero tal privilegio vario como bien lo reconoció la Corte”

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, AP1083-2015 Radicación # 44238, M.P. JOSÉ LEÓNIDAS BUSTOS MARTÍNEZ / Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª instancia del veinticinco (25) de mayo de 2016. AP3426-2016. Radicación # 46594. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO. / Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª instancia del veinticinco (25) de mayo de 2016. AP3426-2016. Radicación # 46594. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO.
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Aprobado por Acta No.1079 del 23 de noviembre de 2011. H: 2:00 p.m.
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Hora: 9:06 a.m. 
Radicación:
        66001-6000-000-2014-00028-04
Acusado:
 
Rigoberto Arias Castrillón 

Delito:

Homicidio y otros delitos

Procedencia:

Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira

Asunto:
Resuelve apelación auto


ASUNTO:

Decide la Sala el recurso interpuesto por el Fiscal 42 Especializado de la Unidad Nacional Contra el Crimen Organizado dentro del proceso penal seguido en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, frente a la decisión del señor Juez Sexto Penal del Circuito local, de fecha 10 de octubre de 2016, mediante la cual inadmitió la introducción al juicio oral, como prueba sobreviniente de una sentencia proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Penal Circuito Especializado de Bogotá, en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, por los delitos de concierto para delinquir y otros. 

ANTECEDENTES:

Los hechos que se enmarcan como la génesis del proceso se encuentran contenidos en el escrito de acusación y en el auto del 14 de abril de 2015, en donde presuntivamente se determina que el procesado hace parte de una organización criminal cuyos fines son el narcotráfico y delitos relacionados con el mismo, funge como cabecilla de la organización y en desarrollo de esas tareas ordenó la muerte de varias personas.
LA ACTUACION PROCESAL:

Las audiencias previas de control de garantías se realizaron el día 11 de diciembre de 2013 ante el juzgado 27 penal municipal con función de control de garantías, en el cual se le imputó cargos por los presuntos punibles de Homicidio agravado en concurso homogéneo y sucesivo, en concurso con el de homicidio en la modalidad de tentativa y concursal homogéneo con el de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

El Despacho encargado de llevar la etapa de la causa fue el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad quien asume el conocimiento el día 14 de marzo de 2014 y fija para audiencia de formulación de la acusación, la cual se llevó a cabo el día 13 de mayo siguiente, fecha en la que se le comunica de manera formal al encartado la acusación por los delitos a él imputados. 

Los días 29 de enero y 5 de marzo de 2015 se llevan a cabo las sesiones de la audiencia preparatoria, en las que se despachan los pedimentos probatorios, actuación procesal que fue objeto de recurso de alzada del cual conoció este despacho y decidió mediante auto del 14 de abril de 2015.

Una vez regresa el expediente al Juzgado de conocimiento, en las calendas del 18 de junio de 2015 el juez director del proceso se declaró impedido y el expediente es trasladado al Juzgado Sexto Penal del Circuito, Despacho este que da inicio al Juicio Oral en sesiones del 25, 26, 27, 29 de abril y 22 de agosto de la presente anualidad, en la cual la Fiscalía solicitó que se ingrese como prueba de referencia el interrogatorio del señor LUÍS ALFONSO RENDÓN GIRALDO debido a ser un testigo no ubicable y que el mismo sea incorporado por parte del señor HÉCTOR FABIO GALLEGO como testigo de referencia, ya que quien realizó la entrevista – LEÓN DARÍO BEDOYA MUÑETÓN- había fallecido; en tal ocasión el Juez Sexto Penal del Circuito negó lo pedido razón por la cual el proceso fue nuevamente enviado a esta Colegiatura, siendo decidido el asunto mediante auto interlocutorio de segunda instancia del 8 de septiembre de 2016, que revocó esa determinación y ordenó que se autorizara al investigador HÉCTOR FABIO GALLEGO ser testigo de acreditación para la introducción como prueba de referencia admisible del interrogatorio de indiciado absuelto por parte del Sr. LUÍS ALFONSO RENDÓN GIRALDO.
Así las cosas, el Despacho de conocimiento fijó como fecha para la continuación del juicio oral el 10 de octubre de 2016, fecha en la cual después de culminada la intervención del Intendente HÉCTOR FABIO GALLEGO, la Fiscalía solicitó se tuviera como prueba sobreviniente o documento público la sentencia condenatoria proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Circuito Especializado de Bogotá, en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, por los delitos de concierto para delinquir y otros. A tal petición se opuso la defensa y el delegado del Ministerio Público. 
Escuchadas las partes, el Juez A-quo decidió mediante auto de trámite no acceder a lo pedido, indicando para ello que de acuerdo a la jurisprudencia y a las normas que rigen el tema de las pruebas sobrevinientes, es claro que la mencionada sentencia no cabe en tal clasificación toda vez que es algo que el ente investigador tenía la posibilidad de conocer con antelación y haber puesto en conocimiento de las partes durante el descubrimiento probatorio. 

Teniendo en cuenta que el Juez le dio a la petición de la Fiscalía la de un auto de trámite que no admite recursos, la Fiscalía decidió interponer el recurso de queja el cual fuera resuelto por parte de esta Corporación mediante auto interlocutorio del 27 de octubre del año que transcurre concediéndose el mismo y ordenando al A-quo conceder el recurso de apelación en contra de su decisión y proceder a citar a audiencia para que tanto el recurrente como los no recurrentes expusieran sus argumentos frente a su determinación. Así las cosas el 11 de noviembre de 2016 se realizó la vista pública de sustentación del recurso. 
EL AUTO OPUGNADO:

Como ya se indicó, se trata de la decisión adoptada el 10 de octubre de 2016 por parte del Juez Sexto Penal del Circuito local, por medio de la cual decidió no admitir que la Fiscalía introdujera a juicio oral como prueba una sentencia condenatoria proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Circuito Especializado de Bogotá en contra del señor Arias Castrillón; para tal cosa, el representante del ente acusador pidió que ello se admitiera bien fuera como documento público o como prueba sobreviniente.
El señor Juez de la causa negó lo pedido argumentando para ello que al tratarse de una sentencia condenatoria proferida en el año 2014 en contra del ahora procesado, era algo que la Fiscalía debía de haber conocido con antelación dada la investigación que por varios homicidios siguió en contra del acusado, situación que implica que era previsible para la Fiscalía como para que lo hubiera solicitado en la audiencia preparatoria, ya que no era un elemento desconocido. De otra parte, señaló que desde la audiencia preparatoria había dejado claro que las pruebas que tuvieran relación con los delitos de concierto para delinquir y tráfico de armas eran impertinentes. 
Frente a tal determinación la Fiscalía interpuso el recurso de apelación que sustentó en la diligencia del 11 de noviembre de 2016.

LA ALZADA
Fiscal 42 Especializado de la Unidad Nacional Contra el Crimen Organizado, después de hacer un amplió recuento de la decisión adoptada por el señor Juez de la causa, señaló que la sentencia proferida en contra del señor Rigoberto Arias Castrillón por el Juzgado 9º Especializado de Bogotá el 3 de julio de 2014 fue descubierta el 14 de septiembre de 2016 durante una inspección judicial realizada por el investigador ANDRÉS RODRÍGUEZ GONZÁLEZ a la carpeta identificada con el spoa 66001-6000-000-2014-00112, en donde también es investigado el ahora procesado, por ende la prueba aquí discutida fue el resultado de la práctica de otra prueba que ya había ingresado a este juicio como prueba sobreviniente. Además dicha sentencia resulta importante para el juicio toda vez que en esa ocasión el señor Arias Castrillón aceptó ser el cabecilla de una estructura delincuencia organizada. 
Aunado a lo anterior, asegura que la prueba pedida se convierte en un elemento probatorio muy significativo tal como lo establece en el art. 344 del C.P.P. toda vez que como ya se indicó, en el proceso que dio como resultado esa sentencia condenatoria que se pretende introducir, el procesado aceptó su condición de cabecilla de una estructura delincuencial, como creador de la denominada organización “Los Rolos” que delinque principalmente en el Departamento de Risaralda, y cuyo actuar tiene que ver con el contexto histórico en que se materializan las conductas que se están juzgando dentro del presente juicio oral. Situación que riñe abiertamente con lo argumentado por el señor Juez de la causa en cuanto a que las pruebas relacionadas con el delito de concierto para delinquir y tráfico de armas en que se haya visto envuelto el señor Rigoberto resulta impertinente, desconociendo con ello que lo que se pretende probar no es la comisión o participación del procesado en esos delitos, sino, mostrar el contexto histórico del porqué y como se dieron los hechos que ahora se discuten en juicio.
Por otra parte, frente a la hipótesis planteada de que la sentencia atrás mencionada es un documento público que puede ser introducido al juicio, empieza explicando las normas legales y los pronunciamientos jurisprudenciales que hablan del tema; posteriormente indica que cuando solicitó la admisión de la sentencia como documento público, hizo mención a informes y actas de investigador de campo, porque de acuerdo a un reciente pronunciamiento de la Sala de Casación  Penal de la Corte Suprema de Justicia, el AP-3426-2016-46-544 del 25 de mayo de este año, para validar el origen del documento público es necesario introducirlo con un testigo de acreditación, siendo en este caso el investigador que lo recolectó. 

Finalmente dice que no se está sorprendiendo a la defensa con la presentación de esa sentencia condenatoria en contra del procesado, toda vez que a su parecer, cuando el señor defensor fue contratado para representarlo, sabía que él se encontraba privado de la libertad por otro proceso judicial que es precisamente aquel dentro del cual se profirió la sentencia que hoy se pide sea tenida en cuenta. 

Ministerio Público como no recurrente, dice que el señor Fiscal 44 Especializado (sic), que funge como acusador en este caso, quien adelante la investigación que se sigue en el Juzgado Primero Penal del Circuito local, en donde reposa la sentencia condenatoria aquí pedida como prueba sobreviniente, por tanto, teniendo en cuenta la fecha en que se profirió la sentencia condenatoria por parte del Juzgado Noveno Penal del Circuito Especializado de Bogotá en contra del señor Rigoberto Arias Castrillón, esto es junio del año 2014 y el momento en que se realizó la audiencia preparatoria dentro del presente asunto, 15 de marzo del 2016, es evidente que para ese momento ya debía conocer la existencia de la sentencia y si no la trajo a juicio fue por su propio descuido, por tanto, considera que no puede ser admitida como prueba sobreviniente en este momento procesal.

Defensor como no recurrente, en su larga intervención solicita que se confirme la decisión del Juez de primer nivel, toda vez que a su forma de ver el señor Fiscal sí tenía conocimiento previo de la existencia de esa sentencia condenatoria en contra de su prohijado, muestra de ello es que en varias de las anteriores audiencias hizo referencia a que en su contra ya pesaban varias condenas judiciales, por tanto fue un error suyo el no haberla relacionado en el escrito de acusación y pedido en la preparatoria. Igualmente, afirma que tal documento no es una prueba sobreviniente que se haya descubierto con ocasión de la otra prueba que en esa misma calidad ya se había admitido en el juicio oral, esto es la sentencia condenatoria en contra de los señores Cano Marín y Ocampo Ocampo, pues esta es un documento independiente de esa. 
Por otra parte, señala el defensor, que revisado el escrito de acusación que presentara el señor Fiscal 42 Especializado dentro del proceso judicial seguido en contra de los señores Cano Marín y Ocampo Ocampo en el Juzgado Primero Penal del Circuito local, se encontró que el mismo fue presentado el 18 de diciembre de 2014 (sic), y en él se incluye como prueba el formato FPJ-11 de investigador de campo realizado por  Adriana Isabel Jaime Sánchez el 29 de diciembre de 2014 en el Juzgado Noveno Penal del Circuito Especializado de Bogotá, en donde se hace alusión precisamente que entre los hallazgos está la sentencia condenatoria proferida en contra del señor Rigoberto Arias Castrillón por el delito de Concierto para delinquir agravado y otros, lo que hace evidente que esa sentencia ya reposaba en poder de la Fiscalía desde esa época y dentro del proceso seguido en contra de Guillermo Elias Ocampo; por tanto, es claro que el ente acusador olvido relacionarla en su momento oportuno en este proceso. En ese orden de cosas, no se cumple con los requisitos legales para considerar la misma como una prueba sobreviniente, además de ello, desde la audiencia preparatoria el señor Juez dejó claro que las pruebas relacionadas con el delito de concierto para delinquir eran impertinentes dentro del este proceso donde se están investigando cuatro homicidios y una tentativa de homicidio, y frente a esa manifestación la Fiscalía no sustentó oposición alguna. 

Como sustentó de sus dichos frente al porqué en el presente asunto no se cumple con los requisitos para considerar la tan mencionada sentencia como una prueba sobreviniente, cita apartes de la sentencia de la Sala de Casación Penal de la C.S.J., 30645 del 30 de marzo de 2009 y el Auto 44238 del 4 de marzo de 2015.

Por otro lado, afirma que acceder a lo pedido por la Fiscalía, perjudica a la defensa, toda vez que en estos momentos no tiene como contrarrestar la misma, y entonces tendría que ponerse, sin contar con el tiempo, en una tarea investigativa para recaudar pruebas para desvirtuar o contrarrestar un tema relacionado con un delito de concierto para delinquir, a pesar de lo establecido por el Juez de la causa en la audiencia preparatoria respecto al tema. 

En cuanto a la posibilidad de que se admita la introducción de la sentencia en calidad de documento público, indica que si bien es cierto ese laudo tiene esa característica, ello no quiere decir que pueda ser traído al proceso en cualquier momento y sin el lleno de los requisitos legales de toda prueba, puesto que la ley autoriza que se introduzcan bajo esa calidad es para que no tengan que ser presentados con un testigo de acreditación, mas no para que ingresen sin ser relacionados, sin ser descubiertos y pedidos en las audiencias de acusación y preparatoria, por tanto tampoco puede ser admitido bajo esa calidad.
CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar el recurso de queja interpuesta en contra de la decisión del juzgado mencionado, acorde con lo establecido en los artículos 34 y 179B
 y subsiguientes del C.P.P.
Problema jurídico:

El problema jurídico a resolver por parte de la Sala, consiste en determinar si es viable en esta etapa de juicio oral admitir la introducción como prueba sobreviniente o documento público de una sentencia condenatoria emitida el 3 de julio de 2014 por el Juez Noveno Penal del Circuito Especializado de Bogotá en contra del procesado Rigoberto Arias Castrillón, la cual no fue relacionada ni descubierta con el escrito de acusación y mucho menos pedida en la audiencia preparatoria. 
Solución:
Para poder solucionar el problema jurídico propuesto, la Sala como punto de partida tendrá en cuenta que acorde con la adopción del sistema penal acusatorio se dio una variación en lo que atañe con el aspecto probatorio, ya que en cumplimiento de los principios rectores de la publicidad, concentración, contradicción e inmediación se estableció que el juicio seria el escenario en el cual se centraría la práctica probatoria, pero para que una prueba pueda ser debatida en juicio se establecieron una serie de cargas que previamente las partes deberían cumplir, entre las cuales se encuentra el deber de descubrimiento, tanto es así que por regla general, acorde con lo establecido en el artículo 346 C.P.P. una prueba no descubierta en su debido momento no podrá ser aducida ni practicada en el juicio.
Por lo tanto, para determinar cuándo es procedente la sanción procesal consagrada en el artículo 346 C.P.P. es pertinente establecer a partir de qué momento las partes que intervienen en un proceso tienen que cumplir con sus deberes de descubrimiento probatorio. Así tenemos que en caso de la Fiscalía, dicho deber de descubrimiento se da a partir de la presentación del escrito de acusación y se efectiviza durante la audiencia de formulación de la acusación, sin que con ello no se desconozca que en el devenir de las audiencias preliminares, en especial cuando la Fiscalía pretenda endilgarles cargos a un ciudadano o solicitar la imposición de una medida de aseguramiento, también le asiste la obligación de descubrir los elementos materiales probatorios con los que pretenda soportar la inferencia razonable de autoría en contra del indiciado.

De igual forma a la Defensa le asiste el deber de descubrimiento probatorio, el cual tendrá ocurrencia en la audiencia preparatoria.

Pero lo anterior es la regla general, la cual admite un par de excepciones en virtud de las cuales a pesar de haberse agotado las fases procesales en las que la Fiscalía o la Defensa podían descubrir y solicitar la práctica de pruebas, de manera excepcional dichos sujetos procesales pueden hacer uso de las aludidas facultades de descubrimiento probatorio, sin asumir las aludidas sanciones procesales del artículo 346 C.P.P. en los siguientes eventos: 
1) Las hipótesis de descubrimiento extraordinario o excepcional regulada en el inciso 3º del articulo 344 C.P.P. la cual se presenta cuando las partes descubren y solicitan la práctica de unas pruebas de las cuales solo vinieron a enterarse de su existencia durante el devenir o el acontecer del juicio, como bien sucedería en los eventos de las pruebas sobrevinientes. 
Frente a lo anterior, bien vale la pena traer a colación lo que en tal sentido ha opinado la Corte de la siguiente manera:

“Obsérvese cómo, el trámite de descubrimiento previo al juicio en las oportunidades indicadas para esto, hace parte del debido proceso probatorio y repercute seriamente en el derecho de defensa, por ello, se reitera, la consecuencia de su inobservancia, no puede ser otra que el rechazo del medio solicitado, salvo los casos de “prueba sobreviniente”, cuyo decreto excepcional en el juicio fue concebido, no para cambiar la forma en la que se preparó la incorporación y práctica de las pruebas decretadas, ni con el fin de revivir oportunidades procesales fenecidas, sino para no privar a las partes de ofrecer el conocimiento contenido en aquel medio que siendo pertinente, conducente y útil, (i) surge en el curso del juicio, bien porque se deriva de otra prueba allí practicada y ello no era previsible, o porque en su desarrollo alguna de estas encuentra un elemento de convicción hasta ese momento desconocido; (ii) no fue descubierto oportunamente por motivo no imputable a la parte interesada en su práctica; (iii) es “muy significativo” o importante por su incidencia en el caso; y, (iv) su admisión no comporta serio perjuicio al derecho de defensa y a la integridad del juicio.”
 

2) La hipótesis del descubrimiento extemporáneo, consagrada en la parte final del articulo 346 C.P.P. en la que la parte puede solicitar la práctica de una prueba conocida o que eventualmente podía conocer, la que no fue descubierta en las oportunidades procesales pertinentes, siempre y cuando demuestre que no se le puede imputar ningún tipo de responsabilidad en tal omisión.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, se tiene que la Fiscalía está acudiendo a la hipótesis del descubrimiento extraordinario o excepcional para procurar la aducción al proceso de una prueba documental, la sentencia proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado 9º del Penal Circuito Especializado de Bogotá, que no fue descubierta en las oportunidades procesales pertinentes, lo que fundamenta en el argumento consistente en que dicha evidencia documental fue descubierta el 14 de septiembre de 2016 durante una inspección judicial realizada por el investigador ANDRÉS RODRÍGUEZ GONZÁLEZ a la carpeta identificada con el SPOA 66001-6000-000-2014-00112, en donde también es investigado el ahora procesado.

Para la Sala, al igual que los no recurrentes y por ende respaldando lo resuelto por el A quo, en el presente asunto no se cumplían con los presupuestos para que de manera excepcional, extraordinario o extemporánea pudiera aducirse al juicio las pruebas documentales solicitadas por el Ente Acusador, en atención a que dicha prueba no es algo que la Fiscalía pueda pregonar como desconocido para el momento en que realizó su descubrimiento probatorio, toda vez que durante la investigación que siguió en contra del ahora procesado, debió percatarse, si es que no lo sabía, que al susodicho se le estaba llevando a cabo un proceso penal por el delito de concierto para delinquir; entonces, no puede decirse que tal evento le fuera desconocida ya que es parte de su deber investigativo, entre otras cosas, el verificar los antecedentes penales que tiene la persona a quien investiga. Aunado a lo anterior, tampoco puede dejarse de lado lo dicho por el Defensor como no recurrente respecto a que el mismo Fiscal que actúa en este asunto aportó esa sentencia como prueba en otro proceso penal seguido por el Juzgado 1º Penal del Circuito local, en contra de los señores JHON ALEXANDER CANO MARÍN y GUILLERMO ELÍAS OCAMPO cuya sentencia condenatoria se introdujo hace poco a este proceso también como prueba sobreviniente. 
Así entonces, no es posible decir que esa sentencia fuera desconocida o imposible de tener en cuenta por parte de la Fiscalía durante los momentos procesales oportunos para pedirla, lo que implica que lo pretendido por el Fiscal es que bajo la figura de la prueba sobreviniente, se corrija el olvido en que incurrió cuando pidió las pruebas a hacer valer dentro de este proceso y que al parecer recordó con ocasión de la introducción a juicio de la sentencia por medio de la cual se condenó a los señores CANO MARÍN y OCAMPO OCAMPO por otro delito. 
Para concluir este punto, también es necesario señalar que a pesar de los argumentos expuestos por el recurrente, esta Colegiatura no evidencia la trascendencia e importancia que tiene lo pedido para llegar a una decisión final en este asunto, y mucho menos cómo ello puede reforzar la teoría del caso de la Fiscalía, lo que implica que no es realmente algo trascendente para el juicio que se sigue. 
Claro lo anterior, el segundo punto planteado por el ente acusador es la posibilidad de introducir a juicio la tan pluricitada sentencia en calidad de documento público, frente a este tema, es necesario indicar que acorde con la sistemática procesal, en materia de prueba documental, sean públicos o privados los documentos que se pretendan aportar en el proceso, quien quiera aducir un documento tiene la obligación de descubrirlo en la oportunidad procesal pertinente, indicando la persona que fungirá como testigo de acreditación. 
Es cierto que el documento que la Fiscalía pretende aportar al proceso tiene la condición de documento público, pero reitera la Sala que tal calidad no liberaba al Ente Acusador de sus deberes de descubrimiento, cuyo titular al parecer ha incurrido en tal sentido en una confusión, porque en el pasado la condición de público de un documento o instrumento solo incidía para que el mismo ingresará por sí mismo al proceso sin necesidad de la intermediación de un testigo de acreditación, pero tal privilegio vario como bien lo reconoció la Corte de la siguiente manera:  

Sin embargo, a pesar de admitirse la incorporación de copia simple de un documento público objeto de valoración probatoria, su autenticidad no se presume automáticamente, pues además de no estar exento que se tache de falso; como se expondrá adelante, su legitimidad está necesariamente atada a que dicho documento sea incorporado a través de un testigo de acreditación, lo que garantiza su fidelidad y evita que el procesado y su defensor soporten una carga procesal injustificada basada en que se alleguen al expediente pruebas unilaterales y sin su anuencia o intervención.

Respecto de la presentación e incorporación de documento público al juicio oral, previamente se entendió que para su ingreso no se requería un testigo de acreditación {CSJ Radicado No. 31.049 del 26 de enero de 2009}, sin embargo tal postura fue contradicha y ahora esta Sala ha sostenido reiteradamente { AP3967-2015 Radicación N° 46183 15 de julio; AP1092-2015 Radicación N° 44925 4 de marzo; AP767-2015 Radicación n° 43976 del 19 de febrero; AP7666-2014 Radicado N° 44338 10 de diciembre; SP1850-2014 Radicado N° 43002 del 19 de febrero; AP5233-2014, Radicación N° 41908 del 3 de septiembre; SP13709-2014, Radicación Nº 44.683 del 8 de octubre; Proceso Única Instancia N° 36784 audiencia del 17 de septiembre de 2012} que debe aducirse a través de acreditación testimonial.

La finalidad de concebir dicha aducción mediante testigo de acreditación no es otra diferente a validar y corroborar el origen, procedencia y obtención de dicha prueba documental…”
.

En conclusión, este Colegiatura confirmará la decisión adoptada por el Juez de primer nivel respecto a lo solicitud que le hiciera el Fiscal 42 Especializado dentro de este asunto. 

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión tomada por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta localidad el 10 de octubre de 2016 frente a la solicitud de la Fiscalía de introducir al juicio oral como prueba sobreviniente o documento público una sentencia proferida en contra del señor RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN en el año 2014, ello por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: Devolver el expediente al despacho de origen para que se continúe con el trámite dentro de la causa penal. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.
CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado 

� Adicionados por los artículos 93 al 96 de la Ley 1.395 de 2.010.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, AP1083-2015 Radicación # 44238, M.P. JOSÉ LEÓNIDAS BUSTOS MARTÍNEZ. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia de 2ª instancia del veinticinco (25) de mayo de 2016. AP3426-2016. Radicación # 46594. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO.
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